
CONSTANCIA SECRETARIAL: Jamundí, 15 de mayo de 2023 

 

La suscrita en mi condición de secretaria del despacho, dejo constancia 

que los demandados CARLOS ROJAS VERA y JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ a 

través de apoderado judicial presentaron incidente de nulidad dentro del 

proceso de restitución de bien inmueble arrendado.  

 

Así las cosas, se procede a dar aplicación a lo reglado en el artículo 129 del 

Código General del Proceso en concordancia con el art. 110 ibídem, esto 

es, dejando en Traslado del escrito contentivo de nulidad de que trata el 

numeral 5 del artículo 133 ibidem por el término de tres (03) días para que el 

demandante se pronuncie si a bien lo tiene. 

 

 

Corren términos así: 

 

Fijación en lista: 16 de mayo de 2023 

Traslado: 17, 18, 19 de mayo de 2023 

 

 

 

 

 

LAURA CAROLINA PRIETO GUERRA 

Secretaria 
Rad. 2022-00225-00 
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Señores:
JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE JAMUNDÍ VALLE
E.               S.               D.

Proceso  VERBAL DE RESTITUCIÓN DE BIEN INMUEBLE ARRENDADO
Dte. ASOCIACION DE VIVIENDA POPULAR ASOVIPO
Ddo. CARLOS ROJAS VERA y JOSÉ EVARISTO SARRIA DIAZ
Rad.  2016-224.

Por medio del presente me permito radicar memorial de recusación, nulidad procesal y anexos para su
correspondiente trámite.

cordialmente,

YAMILY CORRALES ALBAN
Abogada
3154071110
ycorralesconsultoriasjuridicas@gmail.com
yamylycorrales@hotmail.com
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Señores: 

JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE JAMUNDI VALLE 

E.               S.               D. 

 

PROCESO: VERBAL DE RESTITUCION DE BIEN INMUEBLE ARRENDADO  

DTE: ASOCIACION DE VIVIENDA POPULAR ASOVIPO  

DDO: CARLOS ROJAS VERA y JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ  

RAD: 2016-224.  

 

 

REF: NULIDAD PROCESAL 

 

 

YAMILY CORRALES ALBAN, mayor y vecina de esta jurisdicción, abogado en 

ejercicio, identificado como aparece al pie de mi firma y actuando como Apoderado de 

la parte demandada, en el proceso de la referencia, me permito  interponer ante su 

despacho POR OMITIR LA PRÁCTICA DE UNA PRUEBA QUE DE ACUERDO 

CON LA LEY SEA OBLIGATORIA, DETERMINADA EN EL ARTÍCULO 133 DE 

CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO EN SU NUMERAL 5, Y POR VIOLACIÓN 

DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN AL DEBIDO PROCESO ART 29, EL DERECHO A 

LA DEFENSA, EL PRINCIPIO A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EL ACCESO A LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, por cuanto presentada la demanda de la referencia 

de RESTITUCIOIN DE INMUEBLE ARRENDADO, instaurada por la Asociación de 

Vivienda Popular – Asovipo por medio de apoderado judicial, Su despacho Juzgado 

Tercero Promiscuo Municipal de Jamundí Valle, profirió los Autos  1431 de 1 de 

julio de 2016, Auto interlocutorio No. 0082 del 26 de enero del 2017, Auto 

No. 339 de fecha del 19 de abril del 2017 y sentencia No. 011 del 15 de 

mayo el 2017 en contra de mi poderdante señor JOSE EVARISTO SARRIA 

DIAZ, Por tanto, Por tanto, Solicito sean declarados nulos al ser violatorios de los 

derechos Constitucionales y Procesales de mi representado, de acuerdo a los 

siguientes: 

 

CAUSALES DE NULIDAD ART 133 CODIGO GENERAL DEL 

PROCESO:  

El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar 

pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la 

ley sea obligatoria. 

 

Artículo 29 de La Constitución Política. Debido Proceso. 



El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia 

penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 

preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume 

inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien 

sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 

escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 

debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 

controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de 

pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 

Artículo 229 de La Constitución Política. Acceso a la Administración de 

Justicia. 

Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración 

de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación 

de abogado. 

 

 

ANTECEDETES DEL PROCESO 

PRIMERO: los señores JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ, CARLOS ROJAS VERA   y  

LA ASOCIACION DE VIVIENDA POPULAR - ASOVIPO  suscribieron contrato de 

arrendamiento el dia 14 de Diciembre del 2006, sobre un inmueble denominado 

PRESEBRERA EL OCASO, este inmueble cuenta con un Área de 2650 Metros 

Cuadrados, el cual se encuentra ubicado en la carrera 11 con 3 sur del barrio villa 

Emma, inmueble  identificado con Matricula inmobiliaria Numero 370-489106 de la 

Oficina de Registro e Instrumentos Públicos de Cali Valle y código catastral No. 

763640100000003970021000000000, determinado por los linderos Generales los 

cuales se encuentran contenidos en la Escritura No. 1262 del 24 de Septiembre de 

1994 de la Notaria Única de Jamundí y comprendido por los siguientes linderos 

Especiales así: NORTE: con predio de la señora Delia Henao en 98.35 metros. SUR: 

Con urbanización siglo XXI, en 83.86 metros. ORIENTE. Urbanización Villa Emma, en 

13.50 metros. OCCIDENTE: con el zanjón del Rosario en 7.64 metros. 

 

SEGUNDO: Que ASOVIPO abandono el inmueble Arrendado con destino de suelo de 

interés social por más de diez años. Nunca efectúo cobro por ningún canon de 

arrendamiento durante 10 años. 

 

TERCERO: En fecha 16 de Junio de 2016, 10 AÑOS DESPUES,  LA ASOCIACION DE 

VIVIENDA POPULAR – ASOVIPO presenta contra JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ Y 

CARLOS ROJAS VERA   DEMANDA DE RESTITUCION DE INMUEBLE ARRENDADO 

por falta de pago de las rentas devengadas desde el 01 de Febrero de 2007. 



 

CUARTO: El conocimiento de dicha demanda correspondió al JUZGADO TERCERO 

PROMISCUO MUNICIPAL DE JAMUNDI VALLE bajo el radicado 2016-00224-00, 

dicha demanda fue admitida mediante auto Interlocutorio No. 1431 de fecha 01 de Julio 

de 2016, en la cual el despacho ordena notificar dicha providencia a los demandados 

JOSE EVARISTO SARRIA Y CARLOS ROJAS VERA, asi mismo ordena correrles 

traslado de la demanda por el termino de diez días para que si a bien la contesten y 

ejerzan su derecho a la defensa conforme artículo 391 del CGP. 

 

QUINTO: Que por medio de apoderado judicial, el señor JOSE EVARISTO SARRIA 

DIAZ procedió a contestar y presentar excepciones ante la demanda de Restitución 

interpuesta por ASOVIPO, en fecha del 15 de septiembre del 2016, en la cual el 

apoderado le indico al despacho que nunca existió contrato de arrendamiento de 

vivienda urbana entre la Asociación de Vivienda Popular - Asovipo y el señor José 

Evaristo Sarria, y al no existir contrato de arrendamiento de vivienda urbana, el señor 

José Evaristo Sarria no estaba obligado legalmente a la entrega del inmueble, puesto 

que lo viene poseyendo con ánimo de señor y dueño por el espacio de más de diez 

años. Por otro lado, presenta excepción por inexistencia de la obligación y cobro de lo 

no debido, por cuanto no se puede cobrar lo que no existe jurídicamente. 

 

SEXTO: No obstante, el despacho del Juzgado Tercero Promiscuo Municipal de 

Jamundí, mediante auto interlocutorio No.  0082 del 26 de enero del 2017 la juez 

determina que no podrán ser escuchados  los demandados señores JOSE 

EVARISTO SARRIA DIAZ Y CARLOS ROJAS VERA,  en razón al desahucio por 

falta de pago de las rentas devengadas desde el 01 de Febrero de 2007. Sin lugar 

a tener en cuenta que se había puesto en discusión la existencia del contrato de 

arrendamiento por parte del señor JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ vulnerando de 

esta manera los Derechos Constitucionales A LA DEFENSA Y AL ACCESO A LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA de mi prohijado JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ. 

 

QUINTO: En consecuencia, la Juez Tercera Promiscua Municipal de Jamundí Mediante 

auto 339 de 19 de abril de 2017 resuelve agregar sin consideración alguna el 

escrito de contestación del señor José Evaristo Sarria Díaz, asi mismo ordena 

prescindir de la etapa probatoria y manifiesta seguir adelante con el trámite 

procesal, con lo cual procede dictar sentencia No. 011 del dia 15 de Mayo de 2017, 

sentencia cuyas actuaciones son contrarias a la Ley, y que violan de manera directa los 

Derechos Constitucionales de mi prohijado al desconocer las garantías relacionadas 

con el debido proceso. 

 

SEPTIMO: Que la Juez Tercera Promiscua Municipal de Jamundí profiere sentencia 

No. 011 del dia 15 de Mayo de 2017, en donde resuelve: 

 



“PRIMERO: DECLARAR judicialmente terminado el contrato de 

arrendamiento suscrito entre la ASOCIACION DE VIVIENDA POPULAR 

ASOVIPO, en calidad de arrendador en contra de CARLOS ROJAS VERA 

Y JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ, en calidad de arrendatarios. 

SEGUNDO: ORDENAR la entrega del BIEN INMUEBLE ubicado en la 

carrera 11futura calle 3 sur del municipio de Jamundí, LINDEROS: 

NORTE, 102 metros con predios de ELSY SAAVEDRA MINA; SUR, 81 

metros con predios de PIEDAD OCHOA, hoy Ciudadela Siglo XXI; 

ORIENTE, con predios de la arrendadora en 28 metros; OCCIDENTE, con 

el zanjón el Rosario. la referida diligencia se hará por parte de 

ASOCIACION DE VIVIENDA POPULAR ASOVIPO en calidad de 

arrendataria y los señores CARLOS ROJAS VERA Y JOSE EVARISTO 

SARRIA DIAZ, dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria del 

presente proveído.(…)” 

 

Por otra parte, La  sentencia  arriba anotada no fue sujeto de notificaciones a las partes 

y mucho menos, fue fijado el termino de ejecutoria por secretaria como lo ordena la 

norma, lo que confirma una violación al debido proceso y a los derechos de mi 

prohijado. 

 

FUNDAMENTOS QUE CONFIGURAN LA NULIDAD 

 

PRIMERO: El presente tramite trata de una demanda de Restitución de Inmueble 

Arrendado, regulada por el artículo 384 y s.s. del Código General del Proceso. Dicha 

demanda se encuentra fundamentada por el párrafo segundo del artículo 384 del CGP 

que reza “Si la demanda se fundamenta en falta de pago de la renta o de servicios 

públicos, cuotas de administración u otros conceptos a que esté obligado el 

demandado en virtud del contrato, este no será oído en el proceso sino hasta 

tanto demuestre que ha consignado a órdenes del juzgado el valor total que, de 

acuerdo con la prueba allegada con la demanda, tienen los cánones y los demás 

conceptos adeudados, o en defecto de lo anterior, cuando presente los recibos de 

pago expedidos por el arrendador, correspondientes a los tres (3) últimos 

períodos, o si fuere el caso los correspondientes de las consignaciones 

efectuadas de acuerdo con la ley y por los mismos períodos, a favor de aquel.”  

 

Asi pues, mi poderdante no fue escuchado en el proceso, aun cuando 

claramente en la contestación allegada por su parte cuestiono la 

existencia de un contrato de arrendamiento, lo cual ponía en duda la 

existencia del contrato de arrendamiento, pues el inmueble había sido 

abandonado desde hace más de diez años por parte de ASOVIPO, 

haciendo de este trámite de restitución de inmueble arrendado una 

figura ineficaz, vulnerando sus derechos constitucionales a una 

Legítima Defensa y Acceso a la Administración De Justicia y además 

desconoce este despacho el precedente fijado por la Corte 



Constitucional en la Sentencia T-118/12, la cual reconoce la 

posibilidad de excepcionar la exigencia de pago de los cánones que 

se dicen adeudados -como presupuesto para ser oído en juicio-, en 

los casos en los que se cuestiona el contrato que fundamenta la 

excepción. 

 

SEGUNDO: Asi pues, con la presentación de la demanda se allego contrato de 

arrendamiento suscrito por las partes el cual no fue objeto de ningún tipo de 

valoración por parte de la Juez Tercera Promiscua Municipal de Jamundí Valle, y 

el cual además fue objetado en la contestación de la demanda allegada al 

despacho el dia 09 de septiembre del 2016, pues de haber sido revisado 

debidamente, el despacho se habría dado cuenta para empezar, que la demanda 

presentada no reunía los requisitos formales conforme lo establece los artículos 82, 83 

y 84 del CGP.  

 

En ese orden de ideas, también se tiene que las pruebas aportadas 

con la demanda eran insuficientes para tener certeza acerca de la 

existencia del contrato de arrendamiento; configurándose en primer 

lugar, una Nulidad Procesal por omitir la práctica de una prueba que 

de acuerdo con la ley sea obligatoria consagrada en el numeral quinto 

del artículo 133 del CGP, para lo cual la Corte ha establecido que se 

origina por un error excepcional y protuberante en la valoración de las 

pruebas recaudadas en el proceso ordinario, que además de menguar 

la confiabilidad de las partes en el razonamiento utilizado por el 

juzgador, y en segundo lugar, se desconoce las garantías 

constitucionales relacionadas con el debido proceso.  

 

De esta manera, se entiende que las deficiencias probatorias que se 

alegan ante el Juez  deben tener la capacidad para incidir en el sentido de 

la decisión o, en su defecto, demostrar la distorsión que, con la omisión o la 

indebida valoración probatoria, se produjo frente a la verdad de los hechos 

 

TERCERO: Que el despacho incurre en una violación directa de la 

Constitución Política, al debido proceso art 29, el derecho a la 

defensa, el principio a la seguridad jurídica y el acceso a la 

administración de justicia, en la medida en decidió continuar el 

proceso y negar al demandado la posibilidad de ser oído, 



impidiéndole ejercer su derecho a la defensa en la etapa inicial del 

proceso hasta tanto no consignara los cánones adeudados, aun 

cuando no existe certeza acerca de la existencia del contrato de 

arrendamiento, actuando la Juez Tercera Promiscua Municipal de 

Jamundí, al margen del procedimiento regulado al establecer una 

carga excesiva para mi prohijado en calidad de demandado, sin tener 

en cuenta lo señalado por el Tribunal Constitucional en los casos en 

que no hay certeza absoluta de la existencia del negocio jurídico de 

arrendamiento.  

 

Ahora bien, por otra parte, es cierto que el Juez tiene el poder jurisdiccional de no 

escuchar al demandado en un proceso de restitución de inmueble arrendado que 

se fundamenta en la falta de pago de la renta, hasta tanto este no demuestre estar 

a paz y salvo con los cánones que se afirman adeudados, o siempre y cuando 

obren pruebas que permitan tener certeza acerca de la existencia del contrato. 

 

CUARTO: Por otra parte, tenemos entonces que la demanda de la referencia, además 

presenta otros yerros, los cuales fueron pasados por alto por el despacho, en razón a la 

indebida valoración de la prueba, y entre los cuales se puede observar los siguientes: 

 

1. Que la demanda fue presentada más de diez años después, desde la supuesta 

falta de pago de arrendamiento. Asi pues el demandante pretende restituir un 

inmueble arrendado que abandono a su suerte, con lo cual desdibuja la calidad 

que tiene realmente como parte, pues al existir un contrato que data del año 

2006 y que paralelamente haya abandonado el inmueble a su suerte , sin que 

medie ningún tipo de información o prueba sumaria siquiera que hubiere tenido 

la intención de reclamarlo en tiempo anterior a la presentación de la demanda 

demuestra el desinterés y olvido del demandante en el inmueble, y esto le hizo  

perder la calidad de arrendador por tanto su señoría al carecer de este atributo 

no se podía adoptar una decisión de fondo sobre este asunto y 

consecuentemente  está llamado a consolidarse que existe una inepta demanda. 

 

Por otra parte, si lo que pretendía el demandante era la devolución del inmueble, 

el procedimiento correcto a efectuar era  un trámite reivindicatorio de dominio y 

no un trámite de restitución de un bien inmueble. 

 

Para ello, la Corte en Sentencia T-118-/12 en un indicio en contra 

de la certeza del perfeccionamiento y vigencia del supuesto 

contrato de arrendamiento, ha establecido que, el hecho de que 



se demande la restitución del inmueble pasado un tiempo 

considerable después de la fecha en que se afirma la cesación 

de pagos por concepto de cánones de arrendamiento (en esta 

ocasión habían transcurrido diez años), la tardanza 

en la reclamación del derecho indica la incertidumbre acerca de 

la existencia del negocio jurídico, además contradice la regla de 

la experiencia según la que un arrendador que se ve defraudado 

en sus derechos acudirá en un tiempo razonable a los tramites 

extrajudiciales y judiciales necesarios para obtener la restitución 

del inmueble y el pago de las rentas adeudadas. 

 

2. Que la demanda presentada por la parte demandante está fundamentada en un 

inmueble con destinación a vivienda urbana, mismo trámite que le da el 

despacho del Juzgado Tercero Promiscuo Municipal de Jamundí Valle, cuando 

claramente su destinación es de carácter comercial, conforme al numeral Tercero 

del contrato suscrito entre las partes.  

 

3. Por otro lado, la demanda presentada no reúne los requisitos formales, en 

cuanto no se está haciendo una plena identificación del inmueble, no presenta un 

registro o catastro, ni el número de Matrícula Inmobiliaria. Así el togado se limita 

en determinar los linderos que aparecen dentro del contrato de arrendamiento 

mas no se aporta documento alguno que lo identifique, llámese Escritura Pública, 

Certificado de tradición, certificado catastral, etc. 

 
 

Asi pues, se tiene que la demanda de la referencia no debía ser admitida, por 

cuanto no cumplía con los requisitos mínimos de Ley para su trámite, además se 

advierte que la misma fue presentada 10 años después, lo que la hace una 

demanda inocua e  ineficaz para la pretensión del demandante, pues se reitera 

que este inmueble fue abandonado por parte de los demandantes desde enero del 

2007. 

 

QUINTO: En ese orden de ideas, siguiendo la misma secuencia argumentativa que 

plantea el precedente jurisprudencial, las cargas probatorias contenidas en el numeral 4 

del artículo 384 del Código General del Proceso, no son exigibles al demandado en un 

proceso de restitución de inmueble arrendado, cuando se generan serias dudas sobre 

la existencia del contrato de arrendamiento, hecho que fue alegado oportunamente por 

el demandado JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ, por tanto la decisión de la Juez 

Tercera Promiscua Municipal de Jamundí Valle, al proferir los Autos  1431 de 1 de 



julio de 2016, Auto interlocutorio No. 0082 del 26 de enero del 2017, Auto 

No. 339 de fecha del 19 de abril del 2017 y sentencia No. 011 del 15 de 

mayo el 2017 en contra de mi poderdante, fueron apoyados en pruebas 

que NO permitían demostrar la certeza de la existencia del contrato, Y EN 

DESCONOCIMIENTO  DE LOS PRECEDENTES CONSTITUCIONALES 

QUE SE ENCUENTRAN EN LAS SENTENCIAS T-118/12, T-107/14, T-

427/14 Y T-340/2015. 

 

SEXTO: Finalmente, en razón a que nunca existió dicho contrato y que el inmueble fue 

abandonado, en la actualidad cursa un proceso de Declaración de Pertenencia por 

Prescripción Adquisitiva Extraordinaria de Dominio en el Juzgado Primero Promiscuo 

Municipal de Jamundí Valle, bajo el radicado 2019-00269-00, que involucra al bien 

inmueble objeto de la solicitud de restitución, en donde actúa como demandante mi 

poderdante JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ y como demandado LA ASOCIACION DE 

VIVIENDA POPULAR ASOVIPO. 

 

PETICIONES 

 

PRIMERA: Que se declare NULIDAD PROCESAL respecto de las actuaciones 

ocurridas y en los Autos  1431 de 1 de julio de 2016, Auto interlocutorio No. 0082 

del 26 de enero del 2017, Auto No. 339 de fecha del 19 de abril del 2017 y 

sentencia No. 011 del 15 de mayo el 2017, por violación directa a la Constitución 

Política, pues las actuaciones efectuadas por el despacho del JUZGADO TERCERO 

PROMISCUO MUNICIPAL DE JAMUNDI, lesionan y desconocen las garantías 

procesales, de modo tal que, por razón de esa violación se afectan derechos 

sustanciales. Así mismo POR OMITIR LA PRÁCTICA DE UNA PRUEBA QUE DE 

ACUERDO CON LA LEY SEA OBLIGATORIA, DETERMINADA EN EL 

ARTÍCULO 133 DE CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO EN SU NUMERAL 5, Y POR 

VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN AL DEBIDO PROCESO ART 29, EL 

DERECHO A LA DEFENSA, EL PRINCIPIO A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EL 

ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA de mi poderdante JOSE 

EVARISTO SARRIA DIAZ. 

 

SEGUNDO: Que se declare la Nulidad de los actos arriba enunciados, Pues de no 

hacerlo se constituiría una de vía de hecho y una violación al derecho de defensa de mi 

poderdante JOSE EVARISTO SARRIA DIAZ. 

 

TERCERO: Que se condene en costas al demandante. 

 

 



FUDAMENTOS JURIDICOS 

 

ART 133 CODIGO GENERAL DEL PROCESO: El proceso es nulo, en todo o en parte, 

solamente en los siguientes casos: 

 

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, 

o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea 

obligatoria. 

 

SENTENCIAS T-118/12, T-107/14, T-427/14, T-340/2015 y T-428/20 

 

Corte Constitucional, Sentencia T-330, Ago. 1 3/1 8 

 

La correcta administración de justicia debe propender por la garantía y prevalencia de 

los derechos sustanciales y la búsqueda de la verdad en el proceso. Al respecto, indicó 

que en la aplicación del sistema probatorio de libre apreciación no se puede incurrir: i. 

Ni en exceso ritual manifiesto. ii. Ni en una falta de valoración de las pruebas 

desconociendo la obligación legal y constitucional de apreciarlas en su conjunto, 

verbigracia, (a) ignorando la existencia de alguna, (b) omitiendo su valoración u 

ORDENAN A UN JUEZ CIVIL DECRETAR LA NULIDAD DE UN PROCESO POR 

UNA CAUSAL NO CONTEMPLADA EN EL CGP (c) no dando por probado un hecho o 

circunstancia que del material probatorio emerge clara y objetivamente. 

 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 

que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de 

las formas propias de cada juicio. 

 

Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), así: 

 

Artículo 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales 

nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

 

El principio de buena fe procesal también se recoge en el artículo  

1. En todo tipo de procedimiento se respetarán las reglas de la buena fe. No 

surtirán efecto las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, violentando 

los derechos o libertades fundamentales. 

2. SEGURIDAD JURIDICA    

PRUEBAS 

http://www.un.org/spanish/aboutun/hrights.htm


Me permito solicitar se tengan en cuenta las siguientes pruebas: 

DOCUMENTALES 

1. Copia del contrato de arrendamiento suscrito entre las partes. 

2. Copia del escrito de la demanda inicial. 

3. Auto  1431 de 1 de julio de 2016. 

4. Auto interlocutorio No. 0082 del 26 de enero del 2017. 

5. Auto No. 339 de fecha del 19 de abril del 2017. 

6. Sentencia No. 011 del 15 de mayo el 2017. 

 

NOTIFICACIONES 

 

La suscrita las recibirá en su despacho o en la carrera 4 #1-103 Edificio Los Tulipanes 

oficina 201 de la ciudad de Cali Valle. Correo electrónico: 

ycorralesconsultoriasjuridicas@gmail.com  Cel. 3154071110 

 

 

Del Señor Juez,  

Atentamente,  

 
 

YAMILY CORRALES ALBAN 

C.C. 66.885.906 de Pradera Valle 

T.P.84556 del C.S.J. 
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